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consecuencia del recurso sino que ha obtenido de éste el 
reconocimiento de una prestación que le había sido dene-
gada en la instancia. Pero, sin embargo, ha obtenido el reco-
nocimiento de dicha prestación en una cuantía significativa-
mente inferior no sólo a la por él pretendida sino a la que le 
habría correspondido de acuerdo con los criterios de cálculo 
que se derivan de lo resuelto en la Sentencia de instancia, 
criterios no recurridos ni, por tanto, discutidos en suplica-
ción. Tal decisión, que ha ocasionado un grave perjuicio al 
demandante, carece en la resolución recurrida de cualquier 
motivación razonable, no pudiendo estimarse por ello una 
resolución fundada en Derecho.

Resultará, por tanto, procedente otorgar el amparo soli-
citado reconociendo el derecho del recurrente a la tutela 
judicial efectiva sin indefensión (art. 24.1 CE). Para reponer a 
éste en la integridad de su derecho habremos de anular la 
resolución recurrida, retrotrayendo las actuaciones al 
momento procesal anterior a su dictado a fin de que la Sala, 
con plenitud de jurisdicción, dicte nueva resolución respe-
tuosa con el derecho fundamental reconocido.

FALLO
En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitu-

cional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN DE LA 
NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido
Otorgar el amparo solicitado por don Juan Carlos Eres 

Eres y, en consecuencia:
1.º Reconocer su derecho a la tutela judicial efectiva 

sin indefensión (art. 24.1 CE).
2.º Declarar la nulidad de la Sentencia de la Sala de 

lo Social del Tribunal Superior de Justicia de Cataluña 
de 11 de octubre de 2004, recaída en el recurso de suplica-
ción núm. 7525-2003 interpuesto contra la Sentencia del 
Juzgado de lo Social núm. 7 de Barcelona de 12 de junio 
de 2003.

3.º Ordenar la retroacción de las actuaciones al 
momento anterior a dictarse la Sentencia anulada, a fin 
de que la Sala, con plenitud de jurisdicción, dicte nueva 
resolución respetuosa con el derecho fundamental reco-
nocido.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del 
Estado».

Dada en Madrid, a quince de septiembre de dos mil 
ocho.–María Emilia Casas Baamonde.–Jorge Rodríguez-
Zapata Pérez.–Manuel Aragón Reyes.–Pablo Pérez 
Tremps.–Firmado y rubricado. 

 16295 Sala Primera. Sentencia 106/2008, de 15 de sep-
tiembre de 2008. Recurso de amparo 10797-2006. 
Promovido por don Antonio Ávila Zafra respecto 
a la Sentencia de la Sala de lo Contencioso-Ad-
ministrativo del Tribunal Superior de Justicia de 
Andalucía que inadmitió su recurso contra el 
Ayuntamiento de Benalúa de las Villas sobre 
responsabilidad patrimonial.

 Vulneración del derecho a la tutela judicial 
efectiva (acceso a la justicia): acto administra-
tivo declarado firme y consentido por no 
haber impugnado judicialmente en su día una 
denegación presunta de la solicitud inicial 
(SSTC 6/1986 y 39/2006).

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, com-
puesta por doña María Emilia Casas Baamonde, Presi-

denta; don Jorge Rodríguez-Zapata Pérez, don Manuel 
Aragón Reyes y don Pablo Pérez Tremps, Magistrados, ha 
pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 10797-2006, promo-
vido por don Antonio Ávila Zafra, representado por la 
Procuradora de los Tribunales doña Belén Jiménez Torre-
cillas y asistido por el Abogado don Ernesto Ruiz Riera, 
contra la providencia de 16 de octubre de 2006 y la Sen-
tencia de la Sección Primera de la Sala de lo Contencioso-
Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de Anda-
lucía de 30 de octubre de 2006, dictadas en el recurso 
contencioso-administrativo núm. 3414-2001. Han interve-
nido el Ministerio Fiscal y el Letrado de la Diputación 
Provincial de Granada, en representación y defensa del 
Ayuntamiento de Benalúa de las Villas. Ha sido Ponente 
el Magistrado don Manuel Aragón Reyes, quien expresa 
el parecer de la Sala.

I. Antecedentes

1. Mediante escrito que tuvo entrada en el Registro 
General de este Tribunal el 30 de noviembre de 2006, la 
Procuradora de los Tribunales doña Belén Jiménez Torre-
cillas, en nombre y representación de don Antonio Ávila 
Zafra, interpuso recurso de amparo contra las resolucio-
nes judiciales reseñadas en el encabezamiento.

2. Los hechos en los que tiene su origen el presente 
recurso de amparo y que resultan relevantes para su 
resolución son, sucintamente expuestos, los siguientes:

a) El 25 de abril de 2000 el demandante de amparo 
formuló reclamación de indemnización de 71.750,03 € 
por responsabilidad patrimonial ante el Ayuntamiento 
de Benalúa de las Villas, que acordó la incoación del 
correspondiente procedimiento. Instruido el mismo, se 
dictó propuesta de resolución desestimatoria el 10 de 
noviembre de 2000, elevada en la misma fecha para dic-
tamen al Consejo Consultivo de Andalucía, que devolvió 
el expediente al Ayuntamiento para subsanar defectos 
formales. El Ayuntamiento solicitó de nuevo el 1 de 
febrero de 2001 el preceptivo dictamen al Consejo Con-
sultivo de Andalucía, siendo evacuada la consulta el 5 de 
abril de 2001 y teniendo entrada en el Ayuntamiento el 8 
de mayo siguiente. El Consejo Consultivo de Andalucía 
dictaminó que procedía desestimar la reclamación de 
responsabilidad patrimonial, por no apreciarse relación 
de causalidad entre el funcionamiento del servicio muni-
cipal al que se imputa el daño y el resultado lesivo por el 
que se reclama.

b) El 6 de junio de 2001 el demandante presentó 
escrito en el Ayuntamiento de Benalúa de las Villas solici-
tando que se dictase resolución expresa de su reclama-
ción de indemnización por responsabilidad patrimonial. 
Sin que el Ayuntamiento llegara a dictar resolución 
alguna, el 5 de septiembre de 2001 el demandante inter-
puso recurso contencioso-administrativo contra la deses-
timación presunta de su reclamación, que fue tramitado 
bajo el núm. 3414-2001 ante la Sección Primera de la Sala 
de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de 
Justicia de Andalucía, sede de Granada. En su escrito de 
contestación a la demanda, el Letrado de la Diputación 
Provincial de Granada, actuando en representación y 
defensa del Ayuntamiento de Benalúa de las Villas, alegó 
la inadmisibilidad del recurso contencioso-administrativo 
por haber sido interpuesto fuera de plazo, de conformi-
dad con lo dispuesto en los arts. 46.1 y 69 e) LJCA, en 
relación con el art. 142.7 de la Ley 30/1992, de 26 de 
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noviembre, de régimen jurídico de las administraciones 
públicas y del procedimiento administrativo común (en 
adelante, LPC). Subsidiariamente, el Letrado defensor de 
la Corporación municipal sostuvo, en cuanto al fondo del 
asunto, que el recurso contencioso-administrativo debía 
ser desestimado por inexistencia de nexo causal entre el 
funcionamiento del servicio municipal y el daño por el 
que se reclama.

c) Por Sentencia de 30 de octubre de 2006 la Sección 
Primera de la Sala de lo Contencioso-Administrativo del 
Tribunal Superior de Justicia de Andalucía, acogiendo el 
óbice alegado por el Letrado defensor de la corporación 
municipal demandada, declaró la inadmisibilidad del 
recurso contencioso-administrativo interpuesto por el 
demandante, por extemporáneo.

Razona la Sala que, formulada la reclamación el 25 de 
abril de 2000, la misma podía entenderse desestimada (art. 
142.7 LPC) por el transcurso del plazo de seis meses para 
dictar resolución que establece el art. 13.3 del Reglamento 
de los procedimientos de las Administraciones públicas en 
materia de responsabilidad patrimonial, aprobado por Real 
Decreto 429/1993, de 26 de marzo, esto es, el 25 de octubre 
de 2000. En consecuencia, el plazo de seis meses estable-
cido en el art. 46.1 LJCA para interponer recurso conten-
cioso-administrativo comenzó a correr el 26 de octubre de 
2000, día siguiente a aquél en que se produjo la desestima-
ción presunta de la reclamación de responsabilidad patri-
monial, y expiró el 25 de abril de 2001, mucho antes del 5 
de septiembre de 2001, fecha en la que se interpuso el 
recurso contencioso-administrativo por el demandante, de 
modo que procede su inadmisión en aplicación del art. 69 
e) LJCA. La Sentencia fue notificada al demandante el 30 
de octubre de 2006, al mismo tiempo que la providencia de 
16 de octubre de 2006 por la que señalaba fecha para la 
votación y fallo del recurso.

3. El demandante de amparo alega, como queja 
principal, que la Sentencia impugnada ha vulnerado su 
derecho a la tutela judicial efectiva (art. 24.1 CE), en la 
vertiente de acceso a la justicia. Sostiene el demandante 
que, desde el momento en que la corporación municipal 
continuaba la tramitación del procedimiento, llegando a 
solicitar incluso el dictamen del Consejo Consultivo de 
Andalucía, hay que entender que se produjo una sus-
pensión del plazo para dictar resolución, como establece 
el art. 42.5 c) LPC; sólo después de recibirse el dictamen 
(8 de mayo de 2001) puede entenderse concluso el pro-
cedimiento y producida la desestimación presunta por 
silencio. La interpretación de la Sentencia impugnada 
resulta irrazonable y contraria al principio pro actione, 
porque el órgano judicial no ha tenido en cuenta que la 
Administración ha tramitado el procedimiento, incum-
pliendo, sin embargo, su obligación de resolver expresa-
mente, lo que no puede hacerse valer en contra del 
administrado.

Asimismo alega el demandante que la inadmisión del 
recurso contencioso-administrativo se ha producido 
transcurridos más de cinco años desde su interpretación, 
lo que supone una vulneración del derecho a un proceso 
sin dilaciones indebidas (art. 24.2 CE). Invoca el deman-
dante también la vulneración del derecho a la igualdad 
ante la ley (art. 14 CE), sin mayores explicaciones, y, por 
último, que la notificación tardía de la providencia de 
señalamiento para votación y fallo, indicando que no 
cabía recurso alguno contra la misma (cuando cabía el de 
súplica, en virtud del art. 79 LJCA, según el demandante), 
le ha ocasionado indefensión (art. 24.1 CE), toda vez que 
le ha privado de la posibilidad de recusar a los compo-
nentes de la Sección, en caso de que hubiera existido 
causa para ello.

Por todo ello suplica el recurrente que se le otorgue el 
amparo, declarando la nulidad de la Sentencia y la provi-

dencia impugnadas y ordenando la retroacción de actua-
ciones para que la Sección Primera de la Sala de lo Con-
tencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia 
de Andalucía proceda a dictar nueva Sentencia en la que 
se resuelva sobre el fondo de la pretensión indemnizato-
ria por responsabilidad patrimonial deducida en el pro-
ceso.

4. Por providencia de 30 de enero de 2008 la Sección 
Primera de este Tribunal acordó la admisión a trámite de 
la demanda de amparo y, a tenor de lo dispuesto en el 
art. 51 LOTC, requerir a la Sección Primera de la Sala de lo 
Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Jus-
ticia de Andalucía y al Ayuntamiento de Benalúa de las 
Villas para que en el plazo de diez días remitiesen, respec-
tivamente, testimonio del recurso contencioso-adminis-
trativo núm. 3414-2001 y del correspondiente expediente 
administrativo, interesándose al propio tiempo el empla-
zamiento de quienes hubieran sido parte en el mencio-
nado procedimiento, con excepción del recurrente en 
amparo, que ya aparece personado, para que en el plazo 
de diez días pudieran comparecer en el presente proceso 
constitucional, con traslado a dichos efectos de copia de 
la demanda de amparo presentada.

5. Mediante escrito registrado en este Tribunal el 7 
de marzo de 2008 se personó en este proceso constitucio-
nal el Letrado de la Diputación Provincial de Granada don 
Roberto Rojas Guerrero, en representación y defensa del 
Ayuntamiento de Benalúa de las Villas.

6. Mediante diligencia de ordenación de 1 de abril 
de 2008 el Secretario de Justicia de la Sala Primera de 
este Tribunal acordó tener por personado y parte al 
Letrado de la Diputación Provincial de Granada, en nom-
bre y representación del Ayuntamiento de Benalúa de las 
Villas, y dar vista de las actuaciones recibidas al Ministe-
rio Fiscal, a la Procuradora del demandante de amparo y 
al Letrado de la Diputación Provincial de Granada para 
que presentasen alegaciones por plazo común de veinte 
días, conforme al art. 52.1 LOTC.

7. El Letrado de la Diputación Provincial de Granada, 
en representación y defensa del Ayuntamiento de Bena-
lúa de las Villas, formuló sus alegaciones mediante escrito 
que tuvo entrada en el Registro General de este Tribunal 
el 22 de abril de 2008. En sus alegaciones interesa que la 
demanda de amparo sea inadmitida, por no justificar la 
especial trascendencia constitucional del recurso, como 
exige el art. 49.1 LOTC; o, subsidiariamente, desestimada, 
porque la Sentencia impugnada en amparo no ha lesio-
nado el derecho a la tutela judicial efectiva (art. 24.1 CE) ni 
ningún otro derecho constitucional del demandante, al 
haberse limitado a apreciar correctamente la inadmisibili-
dad del recurso contencioso-administrativo por haber 
sido interpuesto fuera del plazo legalmente establecido.

8. La Procuradora de los Tribunales doña Belén Jimé-
nez Torrecillas, en nombre y representación del deman-
dante de amparo, presentó su escrito de alegaciones el 5 
de mayo de 2008, remitiéndose a los argumentos expues-
tos en la demanda de amparo.

9. El Ministerio Fiscal presentó su escrito de alega-
ciones con fecha 9 de enero de 2007. Señala el Fiscal que 
para resolver la queja del recurrente ha de traerse a cola-
ción la doctrina sentada por este Tribunal respecto del 
denominado silencio administrativo negativo (cita las 
SSTC 6/1986, 14/2006, 39/2006, 186/2006, 27/2007, 32/2007, 
40/2007, 64/2007, 173/2007 y 3/2008, por todas), conforme 
a la cual el silencio administrativo de carácter negativo es 
una ficción legal que responde a la finalidad de que el 
administrado pueda, previos los recursos pertinentes, 
acceder a la vía judicial superando los efectos de inactivi-
dad de la Administración, de manera que, en estos casos, 
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no puede calificarse de razonable aquella interpretación 
de los preceptos legales que prima la inactividad de la 
Administración, colocándola en mejor situación que si 
hubiera cumplido su deber de resolver.

La aplicación de esta doctrina al presente asunto debe 
conducir al otorgamiento del amparo solicitado –sostiene 
el Fiscal-porque la extemporaneidad apreciada en la Sen-
tencia impugnada del recurso contencioso-administrativo 
deducido contra un acto presunto que la Sala considera 
como consentido, por transcurso del plazo establecido, se 
fundamenta en una interpretación irrazonable y despro-
porcionada que vulnera el derecho a la tutela judicial 
efectiva (art. 24.1 CE), en su vertiente de acceso a la juris-
dicción, pues al no haber cumplido la Administración su 
obligación legal de resolver expresamente la reclamación 
de responsabilidad patrimonial formulada por el recu-
rrente, el recurso contencioso-administrativo contra la 
desestimación presunta ha de entenderse interpuesto 
dentro de plazo.

Por todo ello el Ministerio Fiscal interesa que otorgue-
mos el amparo solicitado, por vulneración del art. 24.1 CE, 
anulando la Sentencia impugnada, con retroacción de 
actuaciones para que la Sala dicte una nueva en la que 
resuelva el recurso contencioso-administrativo con pleni-
tud de jurisdicción, pero con respeto al derecho a la tutela 
judicial efectiva del recurrente.

10. Por providencia de 11 de septiembre de 2008 se 
señaló para deliberación y votación de la presente Sen-
tencia el día 15 del mismo mes y año.

II. Fundamentos jurídicos

1. Se sostiene en la demanda de amparo, como 
queja principal, que la Sentencia impugnada, que inad-
mite por extemporáneo el recurso contencioso-adminis-
trativo interpuesto por el demandante contra la desesti-
mación presunta por silencio administrativo de su 
reclamación de indemnización por responsabilidad patri-
monial formulada ante el Ayuntamiento de Benalúa de las 
Villas, ha vulnerado el derecho del demandante a la tutela 
judicial efectiva (art. 24.1 CE), en su vertiente de acceso a 
la jurisdicción. Asimismo alega el demandante, como ha 
quedado reflejado en los antecedentes, la vulneración de 
los derechos a un proceso sin dilaciones indebidas 
(art. 24.2 CE), a la igualdad ante la ley (art. 14 CE), y a la 
tutela judicial efectiva sin que en ningún caso pueda pro-
ducirse indefensión (art. 24.1 CE), en este caso en relación 
con la notificación tardía de la providencia de señala-
miento para votación y fallo.

El Ministerio Fiscal solicita que se otorgue el amparo al 
demandante por vulneración de su derecho a la tutela judi-
cial efectiva, en su dimensión de acceso a la jurisdicción, 
en tanto que el Ayuntamiento de Benalúa de las Villas inte-
resa la inadmisión de la demanda de amparo por no justi-
ficar la especial trascendencia constitucional del recurso 
(art. 49.1 LOTC), o, subsidiariamente, su desestimación, 
porque considera que no ha existido la alegada vulnera-
ción del derecho a la tutela judicial efectiva ni de ningún 
otro derecho constitucional del demandante.

2. Para acotar adecuadamente el objeto del presente 
recurso de amparo debemos rechazar, en primer lugar, 
que concurra el óbice de procedibilidad de la demanda 
alegado por el Letrado de la Diputación Provincial de Gra-
nada, en representación y defensa del Ayuntamiento de 
Benalúa de las Villas. En efecto, el requisito de justificar la 
especial trascendencia constitucional del recurso, con-
templado en el art. 49.1 LOTC, en la redacción dada al 
mismo por la Ley Orgánica 6/2007, de 24 de mayo, por la 
que modifica la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional, 
no resulta exigible, como establece la disposición transi-
toria tercera de la propia Ley Orgánica 6/2007, a los recur-
sos de amparo cuya demanda se haya interpuesto antes 

de la entrada en vigor de dicha Ley Orgánica (que tuvo 
lugar, de conformidad con su disposición final segunda, 
el 26 de mayo de 2007, día siguiente al de su publicación 
en el «Boletín Oficial del Estado»). En consecuencia, 
habiendo sido interpuesto el presente recurso de amparo 
en el Registro General de este Tribunal el 30 de noviembre 
de 2006, es notorio que no resultaba exigible en aquel 
momento justificar la especial trascendencia constitucio-
nal del recurso, por lo que ha de rechazarse el óbice de 
procedibilidad opuesto de manera absolutamente infun-
dada por la representación procesal del Ayuntamiento de 
Benalúa de las Villas.

3. Descartada la existencia de óbices procesales, 
procede entrar a examinar las quejas que se formulan en 
la demanda de amparo. Y, en primer lugar, habremos de 
comenzar rechazando la queja del demandante referida a 
la pretendida vulneración del derecho a un proceso sin 
dilaciones indebidas (art. 24.2 CE), por falta de objeto, 
toda vez que se refiere a una supuesta dilación que, de 
haberse producido, habría ya cesado, al haberse dictado 
la Sentencia que pone fin al proceso, siendo doctrina 
constitucional reiterada que no cabe denunciar ante el 
Tribunal Constitucional las dilaciones indebidas una vez 
que ha concluido el proceso en la vía judicial, pues la 
apreciación por este Tribunal de las pretendidas dilacio-
nes no podría conducir a que adoptase medida alguna 
para hacerlas cesar (entre otras muchas, SSTC 224/1991, 
de 25 de noviembre, FJ 2; 205/1994, de 1 de julio, FJ 3; 
146/2000, de 29 de mayo, FJ 4; 237/2001, de 18 de diciem-
bre, FJ 3; 97/2003, de 2 de junio, FJ 4; y 147/2006, de 8 de 
mayo, FJ único).

4. Asimismo debemos rechazar la pretendida vulne-
ración del derecho a la tutela judicial efectiva sin que en 
ningún caso pueda producirse indefensión (art. 24.1 CE), 
en relación con la notificación tardía de la providencia de 
señalamiento para votación y fallo. Como ha quedado 
expuesto en los antecedentes, el demandante aduce una 
hipotética queja de indefensión, alegando que, de 
haberse producido correctamente la notificación de la 
providencia, habría tenido la oportunidad de recusar a 
los Magistrados integrantes de la Sección que han dic-
tado la Sentencia, en el caso de que concurriese causa de 
recusación.

Pues bien, sin perjuicio de señalar que, de apreciarse 
el pretendido defecto formal causante de indefensión que 
invoca el demandante de amparo su queja resultaría inad-
misible por falta de agotamiento de la vía judicial, toda 
vez que no ha acudido al incidente de nulidad del art. 241.1 
de la Ley Orgánica del Poder Judicial (LOPJ) para hacer 
valer la causa de recusación, si no hubo ocasión anterior 
para recusar (SSTC 140/2004, de 13 de septiembre, FFJJ 4 
a 6; 240/2005, de 10 de octubre, FJ 2; 306/2005, de 12 de 
diciembre, FJ 2; y 28/2007, de 12 de febrero, FJ 3, por 
todas), lo cierto es que el defecto alegado no reviste con-
tenido constitucional, pues ni siquiera se indica en la 
demanda de amparo, conforme exige reiteradamente 
nuestra doctrina (por todas, SSTC 230/1992, de 14 de 
diciembre, FJ 4; y 282/1993, de 27 de septiembre, FJ 2), la 
concurrencia de una causa de recusación concreta res-
pecto de ninguno de los componentes del órgano judicial 
que dictó la Sentencia impugnada, por lo que la circuns-
tancia de que la notificación al demandante de dicha Sen-
tencia y de la providencia de señalamiento para votación 
y fallo fueran simultáneas constituiría, en todo caso, una 
mera irregularidad procesal carente de relevancia consti-
tucional.

5. En fin, también debe ser rechazada la queja refe-
rida a la vulneración del derecho a la igualdad ante la ley 
(art. 14 CE), que el demandante se limita a invocar sin 
desarrollar la necesaria argumentación para fundamen-
tar la supuesta lesión. Al respecto ha de recordarse una 
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vez más que, de acuerdo con reiterada doctrina, a este 
Tribunal no le corresponde reconstruir de oficio la 
demanda de amparo, ni suplir las razones del deman-
dante, sobre el que recae la carga de la argumentación, 
cuando aquéllas no se aportan al recurso, pues, como 
hemos dicho desde muy temprano (STC 54/1984, de 4 de 
mayo, FJ 3), cuando se acusa una violación constitucio-
nal es carga de los recurrentes no sólo abrir la vía para 
que este Tribunal pueda pronunciarse, sino también la de 
proporcionar la fundamentación que razonablemente es 
de esperar, no correspondiéndole reconstruir de oficio la 
demanda de amparo cuando el demandante ha descono-
cido la carga de argumentación que sobre él recae (por 
todas, SSTC 1/1996, de 15 de enero, FJ 3; 155/1999, de 14 
de septiembre, FJ 1; 189/2002, de 14 de octubre, FJ 3; 
y 143/2003, de 14 de julio, FJ 2).

6. Llegados a este punto resta abordar la que consti-
tuye, como ya hemos señalado, la queja principal del 
demandante de amparo, esto es, la referida a la vulnera-
ción por la Sentencia impugnada del derecho a la tutela 
judicial efectiva (art. 24.1 CE), en su vertiente de acceso a 
la jurisdicción, al inadmitir por extemporáneo el recurso 
contencioso-administrativo interpuesto por el deman-
dante con fundamento en una interpretación contraria al 
principio pro actione de la institución del silencio admi-
nistrativo.

De este modo, la cuestión suscitada es sustancial-
mente idéntica, como acertadamente pone de relieve el 
Fiscal en sus alegaciones, a la resuelta en anteriores pro-
nunciamientos de este Tribunal que constituyen una con-
solidada doctrina sobre la fijación y cómputo de los pla-
zos para impugnar actos desestimatorios presuntos por 
silencio administrativo (SSTC 6/1986, de 21 de enero; 
204/1987, de 21 de diciembre; 188/2003, de 27 de octubre; 
39/2006, de 13 de febrero; 321/2006, de 20 de noviembre; 
239/2007, de 10 de diciembre; y 3/2008, de 21 de enero, 
por todas), doctrina que resulta plenamente aplicable al 
supuesto que aquí nos ocupa.

En efecto, este Tribunal tiene reiteradamente señalado 
que el silencio administrativo de carácter negativo es una 
ficción legal que responde a la finalidad de que el admi-
nistrado pueda acceder a la vía judicial superando los 
efectos de inactividad de la Administración, de manera 
que en estos supuestos no puede calificarse de razonable 
aquella interpretación de los preceptos legales «que 
prima la inactividad de la Administración, colocándola en 
mejor situación que si hubiera cumplido su deber de 
resolver» [entre otras muchas, SSTC 6/1986, de 21 de 
enero, FJ 3 c); 204/1987, de 21 de diciembre, FJ 4; 180/1991, 
de 23 de septiembre, FJ 1; 294/1994, de 7 de noviembre, 
FJ 4; 3/2001, de 15 de enero, FJ 7; 179/2003, de 13 de octu-
bre, FJ 4; 188/2003, de 27 de octubre, FJ 6; 220/2003, de 15 
de diciembre, FJ 5; 186/2006, de 19 de junio, FJ 3; y 40/2007, 
de 6 de febrero, FJ 2). Por ello hemos declarado que ante 
una desestimación presunta el ciudadano no puede estar 
obligado a recurrir en todo caso, so pretexto de convertir 
su inactividad en consentimiento del acto presunto, pues 
ello supondría imponerle un deber de diligencia que no le 
es exigible a la Administración; concluyéndose, en defini-
tiva, que deducir de este comportamiento pasivo el refe-
rido consentimiento con el contenido de un acto adminis-
trativo presunto, en realidad nunca producido, negando 
al propio tiempo la posibilidad de reactivar el plazo de 
impugnación mediante la reiteración de la solicitud des-
atendida por la Administración, supone una interpreta-
ción que no puede calificarse de razonable y, menos aún, 
con arreglo al principio pro actione, de más favorable a la 
efectividad del derecho fundamental garantizado por el 
art. 24.1 CE.

7. La aplicación de la citada doctrina constitucional 
al presente caso conduce al otorgamiento del amparo 
solicitado.

En efecto, conviene recordar que la reclamación de 
indemnización por responsabilidad patrimonial, formu-
lada el 25 de abril de 2000 por el demandante ante el 
Ayuntamiento de Benalúa de las Villas, no llegó en ningún 
momento a ser resuelta de forma expresa por dicha 
Administración, pese a que, como consta en las actuacio-
nes, se instruyó el procedimiento hasta dictar propuesta 
de resolución desestimatoria, llegándose a solicitar 
incluso el preceptivo informe al Consejo Consultivo de 
Andalucía (que emitió su dictamen el 8 de mayo de 2001, 
favorable a la propuesta desestimatoria de la reclama-
ción), sin que tampoco se diese respuesta alguna al 
escrito presentado por el demandante el 6 de junio 
de 2001 en el Ayuntamiento solicitando que se dictase 
resolución expresa de su reclamación por responsabili-
dad patrimonial.

Así pues, ninguna de las solicitudes del demandante 
al Ayuntamiento de Benalúa de las Villas, ni la inicial de 25 
de abril de 2000 ni la posterior de 6 de junio de 2001, fue 
resuelta de forma expresa, por lo que, de acuerdo con la 
doctrina constitucional expuesta, no es posible aceptar 
como interpretación razonable de los arts. 46.1 de la Ley 
de la jurisdicción contencioso-administrativa (LJCA) 
y 142.7 de la Ley de régimen jurídico de las Administracio-
nes públicas y del procedimiento administrativo común 
(LPC), respetuosa con el derecho fundamental a la tutela 
judicial efectiva desde la perspectiva del acceso a la juris-
dicción (art. 24.1 CE), la que realizó la Sentencia impug-
nada que, a pesar del incumplimiento de la Administra-
ción de resolver de forma expresa la solicitud del 
demandante y del incumplimiento del deber de comuni-
car a éste el plazo de resolución de su reclamación y de 
los efectos del silencio administrativo –art. 44.4, párrafo 
segundo, LPC–, consideró que el plazo de seis meses 
establecido en el art. 46.1 LJCA para interponer recurso 
contencioso-administrativo comenzó a correr el 26 de 
octubre de 2000, día siguiente a aquél en que se produjo 
la desestimación presunta de la reclamación de responsa-
bilidad patrimonial (por el transcurso del plazo de seis 
meses establecido el art. 13.3 del Reglamento de los pro-
cedimientos de las Administraciones públicas en materia 
de responsabilidad patrimonial) y expiró el 25 de abril 
de 2001 (fecha en la que, por cierto, ni siquiera se había 
recibido en el Ayuntamiento el preceptivo dictamen del 
Consejo Consultivo de Andalucía, como se ha señalado).

La Sentencia primó así la inactividad de la Administra-
ción, colocándola en mejor situación que si hubiese si 
hubiera cumplido su deber de resolver expresamente y 
de notificar con todos los requisitos legales, vulnerando 
de este modo el derecho a la tutela judicial efectiva del 
demandante.

Procede, en consecuencia, otorgar el amparo solici-
tado, con los efectos de anulación de la Sentencia impug-
nada, acordando la retroacción de actuaciones para que 
se dicte otra Sentencia respetuosa con el derecho funda-
mental vulnerado.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitu-
cional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN DE LA 
NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Otorgar el amparo solicitado por don Antonio Ávila 
Zafra y, en su virtud:

1.º Reconocer su derecho a la tutela judicial efectiva 
(art. 24.1 CE).
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2.º Declarar la nulidad de la Sentencia de la Sección 
Primera de la Sala de lo Contencioso-Administrativo del 
Tribunal Superior de Justicia de Andalucía de 30 de octu-
bre de 2006, dictada en el recurso contencioso-adminis-
trativo núm. 3414-2001.

3.º Retrotraer las actuaciones al momento anterior 
al de dictar Sentencia, a fin de que la Sección Primera de 
la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal 
Superior de Justicia de Andalucía, con plenitud de juris-
dicción, pero con respeto al derecho fundamental reco-
nocido, dicte la resolución que proceda en el recurso 
contencioso-administrativo interpuesto por el deman-
dante.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del 
Estado».

Dada en Madrid, a quince de septiembre de dos mil 
ocho.–María Emilia Casas Baamonde.–Jorge Rodríguez-Za-
pata Pérez.–Manuel Aragón Reyes.–Pablo Pérez Tremps.–Fir-
mado y rubricado. 

 16296 Sala Segunda. Sentencia 107/2008, de 22 de 
septiembre. Recurso de amparo 6530-2004. 
Promovido por don Patxi Ruiz Romero res-
pecto a los Autos de la Audiencia Provincial y 
de un Juzgado de Instrucción de Madrid que 
archivaron las diligencias previas por un delito 
de torturas.

Vulneración del derecho a la tutela judicial efec-
tiva: investigación insuficiente de una denuncia 
de tortura o tratos inhumanos y degradantes 
sufridos bajo custodia policial (STC 34/2008).

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, com-
puesta por don Guillermo Jiménez Sánchez, Presidente, 
don Vicente Conde Martín de Hijas, doña Elisa Pérez Vera, 
don Eugeni Gay Montalvo, don Ramón Rodríguez Arribas 
y don Pascual Sala Sánchez, Magistra dos, ha pronun-
ciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA
En el recurso de amparo número 6530-2004, promo-

vido por don Patxi Ruiz Romero, representado por la Pro-
curadora de los Tribunales doña Ana Lobera Argüelles y 
asistido por los Abogados don Iñigo Elkoro Ayastuy, doña 
Izaskun González Bengoa y don Aiert Larrarte Aldasoro, 
contra el Auto dictado por la Sección Cuarta de la Audien-
cia Provincial de Madrid, de 23 de septiembre de 2004, 
que desestimó el recurso de apelación interpuesto contra 
el Auto del Juzgado de Instrucción número 40 de Madrid, 
de fecha 23 de marzo de 2004, confirmado en vía de 
reforma por otro de 10 de mayo de 2004, que decretó el 
archivo de las diligencias previas número 6615-2002 
seguidas en virtud de la denuncia formulada por el recu-
rrente por un delito de torturas. Ha intervenido el Ministe-
rio Fiscal. Ha sido Ponente el Magistrado don Pascual Sala 
Sánchez, quien expresa el parecer de la Sala.

I. Antecedentes
1. Mediante escrito registrado en este Tribunal Cons-

titucional el 3 de noviembre de 2004 la Procuradora de los 

Tribunales doña Ana Lobera Argüelles, en nombre y 
representación de don Patxi Ruiz Romero, interpuso 
recurso de amparo contra las resoluciones judiciales cita-
das en el encabezamiento.

2. Los hechos que fundamentan la demanda de 
amparo son resumidamente los siguientes:

a) En la madrugada del día 21 de febrero de 2002 el 
recurrente en amparo fue detenido por agentes de la 
Guardia Civil en su domicilio de Burlada (Navarra) como 
presunto autor de un delito de colaboración con banda 
armada (ETA). El recurrente permaneció detenido en dis-
tintas dependencias policiales en situación de incomuni-
cación hasta el día 25 de febrero, en el que fue puesto a 
disposición del Juzgado Central de Instrucción número 1 
de la Audiencia Nacional que, tras tomarle declaración, 
ordenó su ingreso en prisión.

b) Meses más tarde, concretamente el día 17 de 
junio de 2002 el recurrente presentó en el Juzgado de Ins-
trucción número 4 de San Sebastián, en funciones de 
guardia, escrito de denuncia por los malos tratos, físicos 
y psicológicos, que decía haber recibido mientras estuvo 
detenido en las dependencias policiales durante los 
días 21 a 25 de febrero de 2002. Como hechos más signi-
ficados el recurrente relata haber recibido amenazas con-
tinuas desde el momento mismo de su detención y literal-
mente que, en el primer interrogatorio y mientras 
permanecía con lo ojos cubiertos por un antifaz: «me 
envuelven en una especie de manta, que apretaban con 
cinta adhesiva, empezando a propinarme patadas y puñe-
tazos por todo el cuerpo. Me levantaban del suelo para 
posteriormente volver a tirarme al suelo. Me hacían 
muchas preguntas entre tres o cuatro personas, mientras 
me daban golpes. Todos me hablaban y chillaban a la vez 
y yo sentía que me estaba volviendo loco. Estuve con la 
manta alrededor de una hora recibiendo golpes. Después 
me quita[ron] la manta [y] una vez sentado me colocaban 
dos bolsas de plástico en la cabeza, que me provocaban la 
sensación de asfixia. Me la quitaban y me la ponían cons-
tantemente hasta que tenía tal sensación de asfixia que 
en un momento dado me levanté de la silla y empecé a 
golpear mi cabeza contra la pared con la intención de que 
parasen los interrogatorios y con ellos las torturas». Una 
vez trasladado al hospital y «cuando oigo que me van a 
dar de alta comienzo a autolesionarme dándome golpes 
con la cabeza contra unas barras metálicas que tiene la 
camilla». Devuelto a las dependencias policiales, el recu-
rrente describe la reanudación de los interrogatorios y la 
redición de los golpes y de la colocación de bolsas de 
plástico en la cabeza, y refiere también haber sufrido la 
aplicación de electrodos, al tiempo que manifiesta haber 
sido reconocido por el médico forense durante todos los 
días que permaneció detenido.

Por estos hechos el recurrente terminaba su escrito 
solicitando del Juzgado la incoación de la oportuna inves-
tigación al objeto de poder depurar las responsabilidades 
penales a que hubiera lugar, interesando a tal fin que se 
aportaran a la causa los informes emitidos por el Médico-
forense, se le tomara declaración en calidad de denun-
ciante y se librara el oportuno oficio a la Dirección Gene-
ral de la Guardia Civil para que informara e identificara a 
los agentes que participaron en los hechos denunciados.

c) Tras diversas incidencias procesales y una vez remi-
tidas las actuaciones a los Juzgados de Instrucción de 
Madrid, el Juzgado de Instrucción número 40 de esa capital 
acordó incoar diligencias previas número 6615-2002. En 
dichas diligencias, con fecha 23 de marzo de 2003, el Juz-
gado de Instrucción número 40 de Madrid, luego de recabar 
del Juzgado Central de Instrucción número 1 de la Audiencia 
Nacional el testimonio de la declaración efectuada por el 
demandante de amparo en el sumario instruido con motivo 
de su detención, en la que no consta ninguna referencia a la 
existencia de malos tratos, y a la vista también de los infor-


